CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA DE CASACIÓN CIVIL
 
 
Bogotá, D. C., veintisiete (27) de febrero de dos mil doce (2012).
 
Ref.: 11001-02-03-000-2012-00284-00
 
Se profiere la decisión correspondiente en relación con la acción de tutela presentada por el señor ALBERTO RAFAEL SANTOFIMIO BOTERO contra la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia.
 
 
ANTECEDENTES
 
1.      El accionante, a través de apoderado especial,  reclama la protección de los derechos fundamentales al debido proceso, al acceso a la justicia, a la igualdad, a la honra, al buen nombre y al libre desarrollo de la personalidad, y denuncia la “violación de derechos humanos amparados en tratados internacionales suscritos por Colombia y constitutivos del bloque de constitucionalidad (…) normas violadas del Pacto de San José, derecho a la libertad personal, a las garantías judiciales, derecho a las garantías judiciales, protección a la familia, derecho a la propiedad privada y derechos políticos”, presuntamente vulnerados por la autoridad judicial acusada, en el proceso penal en el que se le declaró “como coautor responsable de un concurso de tres homicidios con fines terroristas” (fl. 111 vto.).
 
2.      Para sustentar la solicitud de amparo constitucional, indica que “en fecha 18 de Agosto de 1989 fueron asesinados  con arma de fuego el candidato presidencial LUIS CARLOS GALÁN SARMIENTO, el escolta SANTIAGO CUERVO JIMENEZ y el concejal de Soacha JULIO CESAR PEÑALOSA RAMÍREZ”. Agrega que fue vinculado al caso mediante indagatoria rendida el 11 de mayo de 2005, y se resolvió su situación jurídica con “detención preventiva intramural sin derecho a excarcelación como presunto coautor de los hechos investigados” (fls. 3 y 4, cdno. 1).
 
A continuación afirma que para el día de los hechos se desempeñaba como “SENADOR DE LA REPÚBLICA ”, condición ésta que le permitía que por favorabilidad de la ley penal se le otorgara “fuero para ser investigado y juzgado por el juez natural del Congreso que es la Corte Suprema de Justicia y no por jueces y fiscales ordinarios, como en efecto fue instruido y fallado el juicio criminal” (fl. 4).
 
El actor manifiesta que el “11 de octubre de 2007, el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Cundinamarca profiere fallo condenatorio en contra del procesado en calidad de ‘coautor’ responsable del homicidio agravado en concurso homogéneo”. La anterior decisión fue apelada por la defensa y la Sala Penal del Tribunal Superior de Cundinamarca, mediante providencia de 22 de octubre de 2008, revocó la sentencia de primera instancia y en consecuencia absuelve al señor SANTOFIMIO BOTERO “de los cargos formulados en su contra” (fl. 4).
  
Agrega el interesado que “ la Fiscalía y la parte civil mediante escritos carentes de técnica (…) interpusieron recurso extraordinario de casación en contra” del fallo de segundo grado. La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, el 31 de agosto de 2011, “casa la sentencia” del Tribunal Superior y, como consecuencia, confirma el fallo dictado en primera instancia (fl. 5).
 
Para terminar manifiesta que la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia obró “desconociendo el texto de la ley, la jurisprudencia de la Corte Constitucional y su propia jurisprudencia (…) [pues] procede a admitir el recurso de casación interpuesto (…) abriendo el proceso a una tercera instancia”. Indica, además, que la sentencia de casación “adolece de defecto procedimental absoluto y desconocimiento del precedente, está viciada de defecto fáctico al dar por probados hechos carentes de prueba, por omisión de la valoración de las pruebas, por valoración defectuosa del material probatorio, error inducido por la acción de un particular y decisión judicial sin motivación” (fl. 5).
 
3.      En virtud de lo narrado, solicita que “se declare que la Corte Suprema de Justicia con su sentencia de casación le ha vulnerado al procesado los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, honra y buen nombre, libertad personal y acceso a la administración de justicia [y c]omo consecuencia de lo anterior (…) [pide que] se declare la nulidad de la providencia dictada en fecha 31 de agosto de 2011 dentro del proceso 31761 por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia” (fl. 68).
 
4.      Con posterioridad, mediante escrito dirigido a esta Corporación, el apoderado del actor constitucional manifestó que “como quiera que en las últimas horas han sucedido hechos sobrevinientes” que demuestran su inocencia y que son “causales de acción de revisión”, considera que la presente acción puede ser ejercida como mecanismo transitorio para la protección de los derechos fundamentales a la libertad personal y solicita que “esta Sala ordene la libertad inmediata del señor ALBERTO SANTOFIMIO BOTERO, para evitar un perjuicio irremediable” (fls. 71 y 72).
 
 
CONSIDERACIONES
 
1.      En virtud de lo establecido por el artículo 234 de la Constitución Política , la Corte Suprema de Justicia, en sus especialidades Civil, Laboral y Penal, está situada como órgano cúspide o límite de la jurisdicción ordinaria, motivo por el cual la actividad judicial que cumple, según las pautas establecidas en el ordenamiento jurídico, configura una labor de cierre, cuestión que, en línea de principio, impide que las decisiones que ella profiera puedan ser juzgadas por otras autoridades para que, así sea eventualmente, resulten objeto de reproche o desconocimiento, ya que por su origen son definitivas en su especialidad y gozan de presunción de legalidad y acierto.
 
La misma apreciación debe hacerse en relación con la providencia emitida en la referida actuación penal por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia el 31 de agosto de 2011, mediante la cual casó la sentencia de 22 de octubre de 2008, proferida por el Tribunal Superior de Cundinamarca y, como consecuencia de lo anterior, confirmó “el fallo del 11 de octubre, mediante el cual el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Cundinamarca condenó al señor Alberto Rafael Santofimio Botero como coautor responsable de un concurso de tres homicidios con fines terroristas, causados en las personas de Luis Carlos Galán Sarmiento, Santiago Cuervo Jiménez Y Julio César Peñalosa Sánchez” (fls. 75 al 112), habida cuenta que por su origen y efectos dicha determinación constituye una decisión judicial de cierre.
 
2.      Dentro del marco de  los principios de autonomía e independencia, es preciso subrayar que los funcionarios judiciales están sometidos al imperio de la Constitución y de la ley, de manera que si sus actuaciones armonizan con esos dictados -según se deduce del artículo 228 de la Constitución Política-, no pueden ellas ser interferidas por otras autoridades, so pena de comprometer la seguridad jurídica, merced a que aquéllos también tienen como misión la protección de los derechos y garantías fundamentales, que están, igualmente, por disposición constitucional, en cabeza de la Corte Suprema de Justicia, máximo organismo de la jurisdicción ordinaria.
 
3.      Por cuenta de lo anterior, resulta improcedente admitir al procedimiento previsto por el artículo 86 ejusdem, la solicitud de amparo presentada por el peticionario, ya que, como se ha dicho reiteradamente por esta Sala, las actuaciones de las Salas especializadas de la Corte Suprema de Justicia no son controvertibles en sede de tutela. En virtud de lo anterior, no habrá lugar a remitir la presente actuación a revisión de la Corte Constitucional , en la medida en que no se está definiendo de fondo la mencionada acción.
 
4.      Por último, se precisa que de acuerdo con lo establecido por el inciso 1º del artículo 15 del Decreto 2591 de 1991, “[l]a tramitación de la tutela estará a cargo del juez, del presidente de la sala o del magistrado a quien éste designe…”, y como el artículo 29 del C. de P. C., aplicable a este clase de trámites (cfr. art. 4º del Decreto 306 de 1992), prevé que “[c]orresponde a la Sala de Decisión dictar las sentencias y los autos que resuelvan sobre la apelación contra el que rechace o resuelva el incidente de liquidación de perjuicios de condena impuesta en abstracto. El Magistrado sustanciador dictará los demás autos que no correspondan a la sala de decisión”, ha concluido la Sala que es competencia del magistrado ponente proferir la pertinente decisión a propósito de la solicitud que da origen a la acción de tutela (Cfr. auto del 10 de abril de 2008, exp. T. No. 00468-00).
 
5.      Con fundamento en las consideraciones consignadas en precedencia, no se admitirá a trámite constitucional la demanda de tutela arriba referenciada, ni siquiera como mecanismo transitorio.
 
 
DECISIÓN
 
Por lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, RESUELVE no admitir a trámite la demanda de tutela presentada por ALBERTO RAFAEL SANTOFIMIO BOTERO, de acuerdo con lo indicado en la parte motiva de esta providencia.
 
Comuníquese lo resuelto a los interesados mediante telegrama.
 
 
ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ
Magistrado
